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SEÑORES  

JUZGADOS ADMINISTRATIVOS DE BUCARAMANGA (REPARTO) 
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REF. MEDIO DE CONTROL NULIDAD SIMPLE 

DEMANDANTE. FABIAN DIAZ PLATA  

DEMANDADO. ALCALDÍA MUNICIPAL DE PIEDECUESTA  

 

FABIAN DIAZ PLATA, identificado con la cédula de ciudadanía No. 1.102.363.825 de 

Piedecuesta, actuando en nombre propio y con fundamento en los artículos 137,155, 162, 

229, 230 y 231 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo (Ley 1437 de 2011, en adelante CPACA), presento medio de control de 

NULIDAD SIMPLE en contra del ACUERDO No. 008 del 2021 “POR MEDIO DEL CUAL SE 

AUTORIZA AL ALCALDE MUNICIPAL PARA LA CONSTITUCIÓN DE UNA SOCIEDAD DE 

ECONOMÍA MIXTA DEL ORDEN MUNICIPAL, TRANSFERIR BIENES DE PROPIEDAD DEL 

MUNICIPIO COMO APORTE SOCIETARIO Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES “aprobado por 

el Concejo Municipal de Piedecuesta y sancionado por la Alcaldía de Piedecuesta.  

 

DESIGNACIÓN DE LAS PARTES 

A. Demandante: FABIAN DIAZ PLATA, identificado con la cédula de ciudadanía No. 

1.102.363.825 de Piedecuesta, actuando en nombre propio y como Representante a la 

Cámara, en ejercicio de la facultad otorgada por el Artículo 137 del CPACA. 

B. Demandado: Alcaldía Municipal de Piedecuesta representada legalmente por su alcalde 

Mario José Carvajal Jaimes o quien hagas sus veces.   

PRETENSIONES 

PRIMERA. Solicito señor Juez se declare la suspensión provisional del ACUERDO No. 008 del 

2021 “POR MEDIO DEL CUAL SE AUTORIZA AL ALCALDE MUNICIPAL PARA LA CONSTITUCIÓN 

DE UNA SOCIEDAD DE ECONOMÍA MIXTA DEL ORDEN MUNICIPAL, TRANSFERIR BIENES DE 

PROPIEDAD DEL MUNICIPIO COMO APORTE SOCIETARIO Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES”, por los motivos abajo expuestos.  

 

SEGUNDO. Solicito señor juez se declare la nulidad total del ACUERDO No. 008 del 2021 “POR 

MEDIO DEL CUAL SE AUTORIZA AL ALCALDE MUNICIPAL PARA LA CONSTITUCIÓN DE UNA 

SOCIEDAD DE ECONOMÍA MIXTA DEL ORDEN MUNICIPAL, TRANSFERIR BIENES DE 

PROPIEDAD DEL MUNICIPIO COMO APORTE SOCIETARIO Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES 

“, por las razones y motivos abajo expuestos.  



 

 

 

Teniendo en cuenta los siguientes,  

HECHOS 

PRIMERO. El 31 de julio del 2021 la Alcaldía Municipal de Piedecuesta, radico ante el Concejo 

Municipal de Piedecuesta el proyecto de acuerdo 2021 “POR MEDIO DEL CUAL SE AUTORIZA 

AL ALCALDE MUNICIPAL PARA LA CONSTITUCIÓN DE UNA SOCIEDAD DE ECONOMÍA MIXTA 

DEL ORDEN MUNICIPAL, TRANSFERIR BIENES DE PROPIEDAD DEL MUNICIPIO COMO APORTE 

SOCIETARIO Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES “, con sus respectivos anexos.  

SEGUNDO. El principal objeto que tenía este proyecto era la creación de una Sociedad de 

Economía Mixta adscrita al municipio para que pudiera desarrollar algunas funciones propias 

de la Secretaria de Transito con el fin de modernizar y mejorar la prestación de los servicios 

de la Oficina de Transito de Piedecuesta.  

TERCERO. El día 02 de agosto se realizó el primer debate en el Concejo Municipal de 

Piedecuesta de este proyecto en sesión conjunta entre la Comisión primera de Hacienda y 

Crédito Público y la Comisión segunda del Plan de Gobierno y Obras, donde se hicieron varias 

modificaciones al proyecto de acuerdo y fue aprobado en primer debate. 

CUARTO.  El día 09 de agosto del presente año se realizo segundo debate del proyecto de 

acuerdo ante la Plenaria del Concejo Municipal de Piedecuesta donde después de una larga 

discusión se aprobó el proyecto de acuerdo con la votación de 16 concejales a favor y el voto 

de un concejal en contra, por lo que fue aprobado el proyecto de acuerdo.  

QUINTO. El día 20 de agosto del 2021 fue sancionado el proyecto de acuerdo y publicado en 

la página de la Alcaldía de Piedecuesta el día 31 de agosto del 2021.1 

SEXTO. Este proyecto de acuerdo fue bastante cuestionado por la ciudadanía del municipio 

de Piedecuesta, pues con la creación de la empresa de economía mixta se pretende transferir 

varias funciones de la Oficina de Transito del municipio en una empresa que sea 

mayoritariamente privada, ya que los aportes que tendrá el municipio serán del 49 % y el 

aporte privado será del 51 %, lo que estaría generando una privatización de los servicios de 

tránsito.  

SÉPTIMO. De los documentos allegados con el proyecto de acuerdo que hacen parte integral 

del mismo se pueden denotar dos contratos de consultoría realizados por el municipio que 

no dejan la suficiente claridad para determinar los beneficios económicos que esta empresa 

traería, sobre otros posibles modelos de modernización de estos servicios, así como los 

estudios técnicos, jurídicos y financieros  no sustentan a fondo la utilidad y solidez que traerá 

para el municipio transferir este tipo funciones en una empresa de esta naturaleza.  

OCTAVO. Por otra parte muchas de las funciones de la Secretaría de Transito serán 

transferidas a esta empresa con el argumento de mejorar la atención a los usuarios para la 

prestación de estos servicios, sin embargo, algunas de estas tareas no se pueden delegar en 

un tercero debido a que tienen el fin de recepcionar los tributos ocasionados por actividades 

de la Oficina de Transito, igualmente los ingresos recibidos por estos no pueden quedar en 

cabeza de terceros, por ser cobros de la administración municipal.  

 
1https://www.alcaldiadepiedecuesta.gov.co/Transparencia/Normatividad/ACUERDO%20008%20DE%202021
.pdf  



 

 

NOVENO. Además se denota la falta de planeación en este proyecto ya que no se encuentra 

dentro del Plan de Desarrollo Municipal, 2020 -2023 denominado “PIEDECUESTA UNA 

CIUDAD”, por lo que tanto su creación como los recursos que serán aportados no se 

encuentran identificados en el plan de inversiones públicas del gobierno actual, todo esto 

pese a que la administración municipal ha llamado a este proyecto como uno de los más 

importante de su gestión, situación que dista mucho del plan de gobierno y del plan de 

desarrollo pues este no fue incluido como una de las metas que desarrollaría la secretaria de 

tránsito. 

DÉCIMO. Igualmente, la falta de socialización tanto por parte de la Alcaldía como por parte 

del Concejo Municipal de Piedecuesta, de este proyecto de acuerdo tan relevante para la 

comunidad de Piedecuesta denotan la falta de participación ciudadana que se ha 

implementado en este proceso, a pesar de que varios veedores comunitarios han solicitado 

la socialización y la participación en la deliberación del mismo, lo que ocasiona también vicios 

de forma, por cohibir los derechos de las comunidades a la participación, al acceso a la 

información y a la transparencia. 

DÉCIMO PRIMERO. Estas actuaciones desplegadas tanto por la Alcaldía Municipal como por 

el Concejo Municipal de Piedecuesta, denotan una falta de planificación y cumplimiento de 

los fines de la función administrativa, así como la falta de estudio a detalle de este proyecto 

para determinar su viabilidad, por lo que los errores que presenta este proyecto de forma y 

su falta de cumplimiento de los requisitos legales para poder ser expedido, denotan su 

infracción flagrante a las normas en las que debería fundarse y su expedición irregular. 

  

   

FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 

NORMAS VIOLADAS CON LA EXPEDICIÓN DEL ACUERDO No. 008 del 2021 

• Constitución Política de Colombia 
 
Artículo 209. La función administrativa está al servicio de los intereses generales 
y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la 
delegación y la desconcentración de funciones.  
Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el 
adecuado cumplimiento de los fines del Estado. La administración pública, en 
todos sus órdenes, tendrá un control interno que se ejercerá en los términos que 
señale la ley. 
 
Artículo 313. Corresponde a los concejos: 6. Determinar la estructura de la 
administración municipal y las funciones de sus dependencias; las escalas de 
remuneración correspondientes a las distintas categorías de empleos; crear, a 
iniciativa del alcalde, establecimientos públicos y empresas industriales o 
comerciales y autorizar la constitución de sociedades de economía mixta. 
 

• Ley 1437 del 2011 “Por la cual se expide el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.” 



 

 

 
ARTÍCULO 3o. PRINCIPIOS. Todas las autoridades deberán interpretar y aplicar las 
disposiciones que regulan las actuaciones y procedimientos administrativos a la 
luz de los principios consagrados en la Constitución Política, en la Parte Primera 
de este Código y en las leyes especiales. 
 
Las actuaciones administrativas se desarrollarán, especialmente, con arreglo a los 
principios del debido proceso, igualdad, imparcialidad, buena fe, moralidad, 
participación, responsabilidad, transparencia, publicidad, coordinación, eficacia, 
economía y celeridad. 
 
7. En virtud del principio de responsabilidad, las autoridades y sus agentes 
asumirán las consecuencias por sus decisiones, omisiones o extralimitación de 
funciones, de acuerdo con la Constitución, las leyes y los reglamentos. 
 
10. En virtud del principio de coordinación, las autoridades concertarán sus 
actividades con las de otras instancias estatales en el cumplimiento de sus 
cometidos y en el reconocimiento de sus derechos a los particulares. 
 
11. En virtud del principio de eficacia, las autoridades buscarán que los 
procedimientos logren su finalidad y, para el efecto, removerán de oficio los 
obstáculos puramente formales, evitarán decisiones inhibitorias, dilaciones o 
retardos y sanearán, de acuerdo con este Código las irregularidades 
procedimentales que se presenten, en procura de la efectividad del derecho 
material objeto de la actuación administrativa. 
 
12. En virtud del principio de economía, las autoridades deberán proceder con 
austeridad y eficiencia, optimizar el uso del tiempo y de los demás recursos, 
procurando el más alto nivel de calidad en sus actuaciones y la protección de los 
derechos de las personas. 
 

• Ley 489 de 1998 “Por la cual se dictan normas sobre la organización y 
funcionamiento de las entidades del orden nacional, se expiden las disposiciones, 
principios y reglas generales para el ejercicio de las atribuciones previstas en los 
numerales 15 y 16 del artículo 189 de la Constitución Política y se dictan otras 
disposiciones.” 
 
ARTÍCULO  69.- Creación de las entidades descentralizadas. Las entidades 
descentralizadas, en el orden nacional, se crean por la ley, en el orden 
departamental, distrital y municipal, por la ordenanza o el acuerdo, o con su 
autorización, de conformidad con las disposiciones de la presente Ley. El proyecto 
respectivo deberá acompañarse del estudio demostrativo que justifique la 
iniciativa, con la observancia de los principios señalados en el artículo 209 de la 
Constitución Política. 
 
ARTICULO 11. FUNCIONES QUE NO SE PUEDEN DELEGAR. Sin perjuicio de lo que 
sobre el particular establezcan otras disposiciones, no podrán transferirse 
mediante delegación: 
 
1. La expedición de reglamentos de carácter general, salvo en los casos 
expresamente autorizados por la ley. 
 
2. Las funciones, atribuciones y potestades recibidas en virtud de delegación. 
 



 

 

3. Las funciones que por su naturaleza o por mandato constitucional o legal no 
son susceptibles de delegación. 
 

• Ley 769 de 2002 Por la cual se expide el Código Nacional de Tránsito Terrestre y 
se dictan otras disposiciones. 

ARTÍCULO 6o. ORGANISMOS DE TRÁNSITO. Serán organismos de tránsito en su 
respectiva jurisdicción: 

a) Los departamentos administrativos, institutos distritales y/o municipales de 
tránsito;  

b) Los designados por la autoridad local única y exclusivamente en los municipios 
donde no hay autoridad de tránsito;  

c) Las secretarías municipales de tránsito dentro del área urbana de su respectivo 
municipio y los corregimientos;  

d) Las secretarías distritales de tránsito dentro del área urbana de los distritos 
especiales;  

e) Las secretarías departamentales de tránsito o el organismo designado por la 
autoridad, única y exclusivamente en los municipios donde no haya autoridad de 
tránsito. 

• Ley 1386 del 2010 “Por la cual se prohíbe que las entidades territoriales deleguen, 
a cualquier título, la administración de los diferentes tributos a particulares y se 
dictan otras disposiciones.” 
 
Artículo 1°. Prohibición de entregar a terceros la administración de tributos. No 
se podrá celebrar contrato o convenio alguno, en donde las entidades 
territoriales, o sus entidades descentralizadas, deleguen en terceros la 
administración, fiscalización, liquidación, cobro coactivo, discusión, devoluciones, 
e imposición de sanciones de los tributos por ellos administrados. La recepción 
de las declaraciones, así como el recaudo de impuestos y demás pagos originados 
en obligaciones tributarias podrá realizarse a través de las entidades autorizadas 
en los términos del Estatuto Tributario Nacional, sin perjuicio de la utilización de 
medios de pago no bancarizados. 
 

• Ley 152 DE 1994 Por la cual se establece la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo 
 
Artículo 5º.- Contenido de la parte general del Plan. La parte general del plan 
contendrá lo siguiente: 
 
a. Los objetivos nacionales y sectoriales de la acción estatal a mediano y largo 
plazo según resulte del diagnóstico general de la economía y de sus principales 
sectores y grupos sociales; 
 
b. Las metas nacionales y sectoriales de la acción estatal a mediano y largo plazo 
y los procedimientos y mecanismo generales para lograrlos; 
 
c. Las estrategias y políticas en materia económica, social y ambiental que guiarán 
la acción del Gobierno para alcanzar los objetivos y metas que se hayan definido; 
 



 

 

d. El señalamiento de las formas, medios e instrumentos de vinculación y 
armonización de la planeación nacional con la planeación sectorial, regional, 
departamental, municipal, distrital y de las entidades territoriales indígenas; y de 
aquellas otras entidades territoriales que se constituyan en aplicación de las 
normas constitucionales vigentes. 

 

 
 

CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN 
 

PRIMER CARGO. VIOLACIÓN DEL ACUERDO No. 008 DEL 2021 POR INFRACCIÓN DE LAS 
NORMAS EN LAS QUE DEBERÍA FUNDARSE. 

 
El Legislador mediante la promoción y producción de normas ha querido dar herramientas a 
la rama ejecutiva, a las entidades administrativas, a los entes territoriales municipales y 
departamentales en general, para que tengan mediante las leyes una guía de interpretación 
que les permita implementar los principios y lineamientos establecidos en la Constitución 
Nacional como el bienestar general, la efectividad de los principios, la promoción y 
protección de los derechos fundamentales y la prosperidad general entre otros.  
 
Es por esto que la administración en cualquier nivel tiene la obligación de encaminar todas 
sus actuaciones administrativas para propender el mejoramiento del bienestar social, la 
promoción derechos y mejorar la calidad de vida de sus habitantes en general, estas 
actividades encargadas de mejorar el bienestar social, deben estar guiadas bajo estrictos 
parámetros que garanticen que las actuaciones de la administración se realizan bajo estudios 
objetivos, serios, eficaces y efectivos para asegurar la correcta ejecución de los recursos, el 
aprovechamiento de los proyectos a sectores de la sociedad y economía que efectivamente 
lo necesitan, así como lograr que las relaciones contractuales que surgen con terceros se 
realicen de forma trasparente y se avance el la promoción de la calidad de vida de sus 
habitantes. 
 
Para el mejoramiento de las condiciones humanas las administraciones públicas tienen a su 
cargo competencias que les son asignadas por la Ley y que les permiten el desarrollo social, 
una de estas competencias que le asigna el legislador a las entidades territoriales, es la 
capacidad de crear establecimientos públicos, entidades administrativas como empresas 
industriales y comerciales del estado o  sociedades de economía mixta, con el fin de 
descentralizar sus funciones y buscar una mejor promoción de los fines del Estado. 
 
Atendiendo al nivel en que se encuentren estas empresas para su creación deberán cumplir 
con requisitos que se han determinado en las leyes preexistentes, como los que determinan  
que debe contener el documento que las cree, como y ante quien se debe buscar el aval para 
su creación, requisitos que son de obligatorio cumplimiento, por lo que es competencia de 
las entidades además de aplicar la Ley, también los principios constitucionales y legales que 
han sido desarrollados por parte de las Altas Cortes con el fin de garantizar el mayor 
bienestar social con un efectivo aprovechamiento de los recursos con los que cuenta la 
administración ya sean de tipo económico y humano entre otros.   
 
Después de un estudio del acuerdo 008 del 2021 que tiene como fin POR MEDIO DEL CUAL 
SE AUTORIZA AL ALCALDE MUNICIPAL PARA LA CONSTITUCIÓN DE UNA SOCIEDAD DE 
ECONOMÍA MIXTA DEL ORDEN MUNICIPAL, TRANSFERIR BIENES DE PROPIEDAD DEL 
MUNICIPIO COMO APORTE SOCIETARIO Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”, de sus anexos 
y de los documentos entregados por parte de la Administración que hacen parte integral del 
mismo, se puede determinar que pese a que la administración celebró dos contratos de 



 

 

consultorio No. 1078 del 2020 uno con el objeto de “Realización de un estudio y análisis 
comparativo de la situación actual de funcionamiento y operación de la Secretaria de 
Transito y Movilidad del Municipio de Piedecuesta frente a los modelos vigentes en la 
legislación colombiana y los aplicados en el área metropolitana de Bucaramanga” de fecha 
06 de noviembre del 2020 y el contrato de consultoría  No. 561 del 2021 de “Elaboración de 
un documento técnico, financiero y jurídico para el análisis de la conveniencia y viabilidad de 
que el municipio de Piedecuesta Participe en un Modelo Aplicable de Transformación de la 
Secretaria de Transito y Movilidad ” del mes de marzo del 2021. 
 
El primero demuestra la falta de gestión realizada desde las administraciones pasadas y la 
actual por promover y modernizar la prestación de los servicios de la oficina de tránsito de 
Piedecuesta, lo que ha conllevado a que año a año se presten los servicios de transito en una 
menor proporción, pues no es llamativo para los usuarios la forma en que Piedecuesta 
tramita su documentación debido a su falta de actualizaciones en tecnología y las largas 
demoras en los tramites, igualmente pese a que las multas impuestas año a año, son 
constantes, el pago que se debería recibir por estas, es significativamente muy bajo, esto se 
ocasiona por la falta de gestión en el cobro  e inicio de procesos coactivos para recobrar la 
cartera que ostenta esta entidad, pues del mismo estudio se puede determinar que hay 
cuentas por cobrar desde el año 2002 y las deudas de transito ascienden para el año 2020 a  
la suma de $52.878.2892, es de resaltar que muchas de las obligaciones que se encuentran 
en esta cartera ya están prescritas debido al largo tiempo que ha pasado y ante la inactividad 
por parte de Transito en iniciar los procedimientos correspondientes para recuperarla.  
 
Determina que en el tiempo la Oficina de Transito de Piedecuesta ha quedado rezagada 
frente a las demás Oficinas de Transito del Área Metropolitana de Bucaramanga, debido a la 
falta de inversión en aumentar su personal, así como modernizar sus sistemas para buscar 
mejorar la prestación de sus servicios de manera más rápida y llamativa frente a las otras 
oficinas del Área Metropolitana.  
 
De este estudio también es determinante el contexto que se utiliza para señalar el modelo 
más beneficioso que en este caso es la creación de una empresa de Economía Mixta, pues 
se señala que es necesaria la intervención de un privado y de sus recursos para poder invertir 
en la modernización de los servicios que se prestan, para hacer más llamativos los servicios 
de la oficina de tránsito, así como recobrar la cartera que existe en estos momento mediante 
la implementación de personal, sin embargo estos estudios no son del todo ciertos, pues del 
mismo análisis que se consigna se determina que en Colombia tan solo el 19 %3 de las 
Oficinas de Transito a nivel nacional ha empleado este modelo, lo que quiere decir que solo 
hay 50 entidades en Colombia que hayan creado Sociedades de Economía Mixta para la 
prestación de sus servicios de tránsito, por lo que no se puede determinar que este modelo 
sea exitoso pues su bajo porcentaje a nivel nacional deja ver los riesgos que no están 
asumiendo bajo esta figura los diferentes entes territoriales.   
 
Y esto se ocasiona debido a que muchas de las actividades que pretende trasladar la 
Secretaria de Transito de Piedecuesta a esta sociedad esta prohibida, según lo establecido 
en la Ley 1386 del 2010, taxativamente el recobro de cartera por cobro coactivo y la 
administración de tributos, entre otro tipo de actividades, en consecuencia, solo algunas 
tareas se pueden delegar en la sociedad, por lo que no se puede entender que el Municipio 
de Piedecuesta y este estudio hayan optado  por la Creación de una Empresa de Economía 
Mixta, cuando las necesidades más apremiantes que tienen que ver con la administración, 
fiscalización, liquidación, cobro coactivo de los tributos que recoge tránsito en el ejercicio de 

 
222 Estudio y análisis comparativo de la situación actual de funcionamiento y operación de la secretaria de 
tránsito y movilidad del municipio de Piedecuesta -SYM – frente a los modelos vigentes en la legislación 
colombiana y los aplicados en el área metropolitana, pág 42 tabla 7.  
3 Ibidem. pág 58 



 

 

sus funciones taxativamente en la Ley no se pueden delegar en terceros, por lo que era 
necesario la implementación de otro modelo que beneficiara de manera global todas estas 
problemáticas y no solo algunas tareas.  
 
Por lo que no se demuestra de manera objetiva la conveniencia que esta empresa traería 
para el municipio toda vez que no puede desarrollar todas las actividades que quedaron 
plasmadas en los estudios y que son actividades principales como el cobro de la cartera de 
transito que le sirven como justificación al Acuerdo 008 de 2021, para la creación de la 
Sociedad de Economía Mixta debido a la expresa prohibición de la Ley, además de las demás 
desventajas que derivaron de los estudio tales como la posible disminución de la autoridad 
por parte del Organismo de Transito, por ser sociedad mixta, la dificultad que trae conseguir 
un socio privado idóneo y la más relevante es la posibilidad de una distribución inequitativa 
del ingreso y utilidades.  
 
Así mismo similares características presenta el segundo contrato de consultoría No.  661 del 
2021, donde se esperaba un proyección técnica, financiera y jurídica que demostrara la 
viabilidad y beneficios que traería para el municipio la creación de la Sociedad de Economía 
Mixta, sin embargo de este estudio primero se puede obtener los mismos resultados del 
primero, la baja eficiencia de la oficina de transito de Piedecuesta que obedece a la falta de 
inversión que por años ha logrado dejar rezagados y obsoletos los servicios que se prestan 
en esta lo que ocasiona que las personas no realicen sus tramites ahí por las demoras 
injustificadas.  
 
La falta de inversión por parte de la Administración Municipal para buscar una mejor 
prestación en los servicios de transito y que estos sean más llamativos para la misma 
ciudadanía ha ocasionado que año a año los recursos que se obtenían por parte de esta 
secretaría derivados de los tramites, como la expedición de licencias, traspasos de vehículos, 
pagos por comparendos de transito haya disminuido de manera exponencial ocasionando 
que en los últimos años la Oficina de Transito de Piedecuesta en vez de generar recursos 
para el municipio, a esta se le haya tenido que inyectar recursos propios para que pueda 
seguir funcionando, por lo que esta no es autosuficiente.  
 
Según el estudio presentado referente a los estudios técnicos, financieros y jurídicos se 
determina que, en los últimos años, la Oficina de Transito a tenido un mayor índice de gastos 
que no se han determinado dentro de su presupuesto por lo que desde el año 2017 la oficina 
a presentado perdidas, como se aprecia en la siguiente tabla sacada del estudio de la 
referencia.  
 
 

4 
 

 
4 Documento técnico, financiero y jurídico para el análisis de la conveniencia y viabilidad de que el municipio 
de Piedecuesta participe en un modelo aplicable de transformación de la secretaria de tránsito y movilidad. 
Pag 52 



 

 

Según el estudio y la tabla antes anexa se determina que en el año 2018 se presento una 
disminución del 6 % de los ingresos obtenidos ese año, el 2019 se presento una disminución 
del 8 % de los ingresos y el año 2020 la disminución en los ingresos fue del 18 %, sin embargo 
también el aumento en este último valor tiene que ver con los efectos colaterales que ha 
tenido la pandemia ocasionada por el virus Covid -19 en nuestro país y en general en el 
mundo, sin embargo las perdidas se siguen presentando año a año lo que ha generado que 
la oficina de transito se vuelva una carga para la administración municipal, sin que se hayan 
tomado los correctivos necesario a tiempo.  
 
Lo que determina que la falta de inversión en la modernización y en mejorar el servicio en 
trámites ha ocasionado perdidas económicas para el municipio que datan desde el 2017, sin 
embargo la conveniencia en la aplicación de este modelo para solucionar los temas de 
tránsito no deja ver su verdadera viabilidad y necesidad, toda vez que lo que espera es que 
el municipio además de lograr el mejoramiento en el servicio también es el recobro de los 
tributos que se están perdiendo por su falta de cobro, pero como ya lo hemos mencionado 
con anterioridad muchas de estas actividades están prohibidas por la ley por lo que no se 
podrían delegar en la sociedad, entonces el punto que necesita de más urgencia por parte 
del municipio que son las deudas por no pago de comparendos e impuestos no podría ser 
impulsado por este modelo. 
 
Ahora el estudio también analiza desde el punto de vista financiero cuales serían los aportes 
que debería prestar tanto el municipio como el socio privado y deja ver que la administración 
municipal de Piedecuesta hará aportes tanto en especie como en dinero por la suma de 
$3.200.000.000, que corresponden a los reseñados en la siguiente tabla que incluyen el 
aporte de un inmueble, así: 
 
 

5 
 

 
Las sumas en aportes que deberá realizar el socio o los socios privados se determinan por un 
valor de 3.330.612.245, como se puede apreciar en la grafica realizada en el estudio, así:  
 
 

 
5 Ibidem. Pag. 71  



 

 

6 
Esto significa que en termino de proporción el Municipio de Piedecuesta va a tener una 
participación del 49 % y el socio privado tendrá una participación del 51 %, determinando de 
esta manera que esta empresa es mayoritariamente privada, situación que influye 
directamente en las decisiones y directrices que se tomen dentro de la misma atendiendo 
que el municipio no será el socio mayoritario, este fue un punto que se trato en las 
desventajas de las empresas de Economía Mixta de los estudios presentados por la 
administración, pero que no se desarrolló a fondo, pues una de las desventajas que tiene 
esta forma de asociación es la “posible disminución de la autoridad por parte del Organismo 
de Transito por ser sociedad mixta”7, por lo que se estarían perdiendo ciertas atribuciones 
propias de la administración al delegarlas en una empresa mayoritariamente privada, sin 
embargo lo más relevante de la distribución accionaria de la sociedad, es que los estudios 
nos dejan claro la forma en que esta sociedad se va a distribuir las utilidades generadas sobre 
el capital pagado. 
 
Toda vez que ninguno de los dos estudios realizados por parte de la administración, ilustra 
la forma en la que serán distribuidas  las utilidades generadas por la empresa debido a que 
dentro de las tareas que también se presentan desarrollar se encuentran la administración, 
fiscalización y cobro de impuestos, pago por sanciones de transito y demás tributos que 
únicamente podrá desarrollar la Secretaria de Transito, por lo que no se deja claro, quien 
será específicamente el encargado de la administración y recolección de estos dineros y lo 
más importante aún si estos entraran a hacer parte de las utilidades de la Sociedad de 
Economía Mixta.  
 
Al respecto el único documento que dedica unas líneas a hablar sobre la repartición de las 
utilidades es el anexo al acuerdo que de termina las directrices para escoger al socio privado, 
así como los parámetros del documento de constitución de la Sociedad, en su artículo 
trigésimo quinto, así:  
 

TRIGÉSIMO QUINTO. DISTRIBUCIÓN DE UTILIDADES Y PAGO DE DIVIDENDOS. Las 
utilidades se distribuyen en proporción a la participación de cada accionista en el 
capital suscrito. El pago del dividendo se hará semestralmente en dinero efectivo, en 
las épocas que acuerde la Asamblea General al decretarlo, sin exceder tres meses 
después de su aprobación y a quien tenga la calidad de accionista al tiempo de 
hacerse exigible el pago. 8 
 

La falta de inclusión de la repartición de las utilidades frente a este modelo mayoritariamente 
privado determina que estos estudios están incompletos y que no definen uno de los puntos 
más importantes y que llevaron a realizar este tipo de asociación que es el ingreso de los 

 
6 Ibidem. Pag 79 
7 Estudio y análisis comparativo de la situación actual de funcionamiento y operación de la secretaria de 
tránsito y movilidad del municipio de Piedecuesta -SYM – frente a los modelos vigentes en la legislación 
colombiana y los aplicados en el área metropolitana. Pag 70. 
8 Anexo del Acuerdo 008 del 2021, denominado: Directrices y parámetros obligatorios en el proceso de 
convocatoria y selección del (o los) socio (s) privado (s), del documento de constitución de la sociedad de 
economía mixta, así como de sus estatutos e identificación de los aportes a realizar. Pag 7.  



 

 

recursos que llegarán al municipio de Piedecuesta, teniendo en cuenta que la justificación 
para suscribir este acuerdo municipal era la falta de ingresos por parte de la Oficina de 
Transito al municipio.  
 
Por tanto, del anexo y su artículo trigésimo quinto, se puede establecer que de todos los 
ingresos que obtenga la sociedad independiente de que tipo de recursos sean, ya sean 
tributos, impuestos, pago por servicios, pago por sanciones de tránsito, el 51 % de estas 
utilidades después de hacer los descuentos correspondientes quedara en cabeza del socio 
mayoritario privado que equivale al 51 % sobre todas las utilidades de la sociedad, pues el 
estudio no determina y pone de presente como se harán la repartición de estas utilidades 
según su naturaleza.  
 
En consecuencia se contradice la justificación que se utilizó para la presentación del acuerdo 
008 del 2021, toda vez que se esperaba que mediante la implementación de este modelo de 
Sociedad de Economía Mixta se generara una mayor fuente de ingresos para el municipio, 
sin embargo lo cierto es que esto no se podrá obtener porque los ingresos que se obtengan 
por la prestación de estos servicios, más del 50 % de estas utilidades quedarán en el socio 
mayoritario, dejando al municipio de Piedecuesta en una clara desventaja pues sus ingresos 
tan solo serán del 49 %, por que es evidente que estos estudios no cumplen con los principios 
básicos de la función pública consignados en la Constitución Política pues, en vez de invertir 
en un modelo que dejara el 100 % en cabeza del municipio lo que se hizo fue quitar recursos 
al municipios que antes recibía en su totalidad.  
 
Por lo que no se puede usar como justificación la obsolescencia en la prestación de los 
servicios desde las administraciones pasadas, si es apenas claro determinar que para la 
prestación de los servicios de transito era necesario una inversión en tecnologías y  
mejoramiento de procesos, con el fin de ver una mejoría en la prestación de estos servicios 
que representa un fuente de ingresos bastante importante para el municipio de Piedecuesta, 
por lo que en conclusión los estudios no lograron demostrar de manera objetiva los 
verdaderos beneficios que traería la constitución de una empresa como esta debido a que 
no se profundizaron las desventajas que traería este modelo y tampoco se señalo la 
incidencia de esta sociedad en las utilidades que le quedarían al municipio.   
 
La falta de planificación implementada en la elaboración de este proyecto de acuerdo, así 
como demás principios de la función pública como son los de eficacia, responsabilidad, 
coordinación y economía, se puede demostrar mediante el estudio todos los documentos 
anexos al proyecto pues no se puede encontrar una justificación armónica que determine de 
manera objetiva la verdadera necesidad en la creación de una Empresa de Economía Mixta, 
pues de estos solo se puede observar la forma en que la administración pretende ante su 
grave omisión por no generar una buena prestación de los servicios de la Oficina de Transito 
de Piedecuesta, justificar sus acciones delegando en una Sociedad mayoritariamente privada 
estas tareas, además de generar confusión en muchas de las competencias de la oficina de 
transito que no se dejaron claras en estos documentos, y con una desventaja para el 
municipio pues sus ingresos se verán reducidos a un 49 % sobre las utilidades que reciba la 
sociedad, cuando antes recibía el 100 % de las mismas, por lo que se determina que en vez 
de generar un beneficio para el interés general, lo único que hace la administración es 
desligarse de sus responsabilidades y favorecer a terceros con ese 51 % sobre las utilidades 
que debería recibir el municipio.  
 
Ante estas graves falencias, tanto el Consejo de Estado como la Corte Constitucional en 
temas tan importantes como la contratación estatal ha instruido de manera amplia a la 
administración pública para la aplicación de principios de administración los cuales deben 
tener como resultado la preparación, planificación y demás aspectos lógicos que se deben 
implementar en las actuaciones administrativas con el fin de buscar el mayor 
aprovechamiento de los recursos públicos y de maneras más eficientes. 



 

 

 
El Consejo de Estado ha sostenido que se debe emplear el principio de planeación en todas 
las actuaciones de la administración ya que este se encuentra implícito en el artículo 209 
constitucional y que tiene como principal fin evitar la improvisación en la celebración de los 
negocios jurídicos con el fin de evitar afectación a los recursos públicos, como lo ha 
manifestado la alta corte respecto a los contratos que realiza la administración pública así:  
 

De acuerdo con la normatividad, se persigue que los contratos del Estado deben ser 
"debidamente diseñados, pensados, conforme a las necesidades y prioridades que 
demanda el interés público," un pacto semejante resulta siendo el mejor indicativo 
de la improvisación. Y es que "la ausencia de planeación ataca la esencia misma del 
interés general, con consecuencias gravosas y muchas veces nefastas, no sólo para la 
realización efectiva de los objetos pactados, sino también para el patrimonio público, 
que en últimas es el que siempre está involucrado en todo contrato estatal. Se trata 
de exigirles perentoriamente a las administraciones públicas una real y efectiva 
racionalización y organización de sus acciones y actividades con el fin de lograr los 
fines propuestos por medio de los negocios estatales. Si bien es cierto que el 
legislador no tipifica la planeación de manera directa en el texto de la Ley 80 de 1993, 
su presencia como uno de los principios rectores del contrato estatal es inevitable y 
se infiere: de los artículos 209, 339 y 341 constitucionales; de los numerales 6, 7 y 11 
a 14 del artículo 25, del numeral 3 del artículo 26, de los numerales 1 y 2 del artículo 
30, todos de la Ley 80 de 1993; y del artículo 2º del Decreto 01 de 1984; según los 
cuales para el manejo de los asuntos públicos y el cumplimiento de los fines estatales, 
con el fin de hacer uso eficiente de los recursos y obtener un desempeño adecuado 
de las funciones, debe existir un estricto orden para la adopción de las decisiones que 
efectivamente deban materializarse a favor de los intereses comunales.9 

 
Si bien este análisis es aplicado a la contratación estatal, se puede emplear de manera 
análoga a los principios que debería solicitarse a la administración de Piedecuesta al 
momento de la creación de una Sociedad de Economía Mixta, toda vez que las exigencias 
para su creación, mantenimiento y rendimientos económicos a corto y largo plazo implican 
un mayor análisis que el que se realiza en un contrato para la adquisición de un bien o un 
servicio, ya que con la creación de esta sociedad se busca  generar empresa y demostrar que 
las operaciones de transito manejadas de esta forma traerían un mejor rendimiento tanto 
en la prestación de sus servicios como en las utilidades generadas al municipio. 
 
Es tal la importancia que el Gobierno Nacional ha dado al principio de planeación en la 
ejecución de las actividades de las administraciones, que el mismo Ministerio Público 
mediante cartilla hecha por la Procuraduría informa a todas las entidades de cualquier nivel 
cuales son los estudios básicos a realizar en la planeación de proyectos como documentos 
previos a la iniciación de estos negocios jurídicos con el fin de lograr los fines del estado, pues 
esta esta etapa de preparación es la que va a determinar el fracaso o el éxito de los procesos, 
ante esto la procuraduría habla del principio de planeación, así:  
 

La planeación, entendida como la organización lógica y coherente de las metas y los 
recursos para desarrollar un proyecto, es pilar de la contratación estatal. El Estado, al 
contratar bienes y servicios para garantizar el cumplimiento de los fines 
constitucionales, no solamente invierte los recursos públicos, sino que genera 
empleo y desarrollo en todos los niveles y sectores de la economía. De allí la 
importancia de que esta actividad contractual sea el fruto de la planeación, el control 

 
9 Consejo de Estado, Rad. 85001-23-31-000-2000-00202-01 del 15 de febrero del 2012 C.P Jaime Orlando 
Santofimio. 



 

 

y el seguimiento por parte de los servidores públicos. La etapa precontractual, es 
decir, la que antecede cualquier contratación, determina, en buena medida, el éxito 
o el fracaso de los procesos de selección o de los contratos que se suscriban.10 

Por lo que de la lectura y apreciaciones realizadas hasta el momento por el suscrito se puede 
determinar que estos estudios no fueron realizados de manera objetiva, se encuentran 
incompletos y redireccionaron sus necesidades a enforcarse exclusivamente a la creación de 
una Sociedad de Economía Mixta, pues no se evaluaron a fondo sus desventajas, no se 
establecieron las utilidades que recibirá el municipio por la creación de la misma y como esto 
beneficiara a Piedecuesta, respecto a los ingresos que se recibían antes.  

En este sentido además de violarse el principio de planeación también se violo el principio 
de economía, toda vez que las actuaciones de la administración deben estar guiadas por este, 
pues encamina a que los proyectos de la administración se hagan de manera rigurosa, 
planeada con el fin de buscar aprovechar el mayor tiempo, recursos, funcionarios a cargo del 
proyecto y que además se escojan las ofertas más beneficiosas basados en estudios serios y 
objetivos, ante esto el Consejo de Estado se ha pronunciado, así:  

El principio de economía: Este principio orientador ha sido previsto por el artículo 25 
de la Ley 80 de 1993, el cual, en términos generales, tiene como finalidad asegurar la 
eficiencia de la Administración en la actividad contractual, traducida en lograr los 
máximos resultados, utilizando el menor tiempo y la menor cantidad de recursos con 
los menores costos para el presupuesto estatal. (…) 

Otro de sus significativos propósitos, en íntima conexión con el principio de 
planeación, consiste en el ideal de lograr que la actividad contractual no sea el 
resultado de la improvisación y el desorden, sino que obedezca a una verdadera 
planeación para satisfacer necesidades de la comunidad; en tal sentido, la norma 
ordena que con anterioridad a la decisión misma de emprender un determinado 
procedimiento de selección contractual, mediante licitación o de forma directa, entre 
otras cuestiones de máxima importancia, la Administración verifique la existencia de 
la disponibilidad presupuestal requerida para respaldar los compromisos que puedan 
surgir para la entidad, como resultado de dicha selección; realice los estudios de 
conveniencia, técnicos, económicos, jurídicos y de mercado a los que haya lugar; que 
elabore los respectivos pliegos de condiciones o términos de referencia y obtenga 
todas las autorizaciones y aprobaciones requeridas para la ejecución del proyecto 
concreto.11 

Así mismo también es claro avizorar que demás principios como la buena fe, la moralidad e 
incluso la responsabilidad se violan con las actuaciones de la administración de Piedecuesta, 
al querer la implementación y creación de una empresa, que no logro demostrar un 
verdadero beneficio presupuestal para el municipio y que de los estudios allegados no se 
puede determinar la objetividad impresa en estos, pues redireccionan sus acciones siempre 
a favor de la creación de una Sociedad de Economía Mixta, sin tener en cuenta un estudio 
de las utilidades que llegarían a quedar en cabeza del municipio, acciones que no se ven 
reflejadas en el principio de buena fe, encargado de hacer creer a los administrados, que 
todas decisiones que se toman por parte del gobierno municipal van en caminadas en el 
beneficio del bienestar social de todos, igualmente se viola el principio de moralidad12 que 
invita a la administración a permear sus actuaciones acorde a principios y acciones que 
determinen la legalidad de sus actuaciones, sin embargo en la presentación de este proyecto 
no son claras las actuaciones que va a desarrollar la administración, toda vez que no existen 

 
10 Tomado de: https://www.procuraduria.gov.co/portal/media/file/Cartillaprocuraduriaestudiosprevios.pdf  
11 Consejo de Estado, Rad. 850012331000030901, 29 de agosto del 2007 C.P Mauricio Fajardo Gómez  
12 Consejo de Estado, Rad 76001233100020050054901, 21 de febrero del 2007 C.P Alier Eduardo Hernandez 



 

 

estudios demostrativos que logren justificar de manera lógica las verdaderas razones en la 
creación de esta sociedad.  

Además, que el principio de responsabilidad también se viola en la creación de esta sociedad, 
pues si bien la administración municipal era la encargada de pasar la propuesta, el ente 
encargado de su última aprobación era el Concejo Municipal, por lo tanto a este también se 
puede atribuir violación al principio de responsabilidad, toda vez que la administración 
mediante el Concejo Municipal no actuó de manera diligente al momento de dar el aval para 
la creación de esta empresa toda vez, que este era el órgano encargado de realizar una 
evaluación objetiva a este proyecto y determinar si este cumplía con lo que le exigía la norma, 
de las memorias de los debates realizados y que se adjuntan al presente documento, dejan 
dar cuenta que tanto los Concejales, como los administrativos del Concejo e incluso la parte 
jurídica, no profundizan en este proyecto, no se detuvieron a analizar los estudios 
demostrativos, lo único por lo que se preocupo la administración fue porque estos estudios 
estuvieran y ya para cumplir un requisito, pero es claro que, después del análisis hecho, que 
estos no cumplen con lo establecido en la norma pues no demostraron la justificación de la 
Sociedad de Economía Mixta, basada en los principios de la administración pública, ya que 
estos no se ven reflejados en el estudio hecho. El principio de responsabilidad ha sido 
discutido por parte del Consejo de Estado, así: 

El principio de responsabilidad impone al servidor público la rigurosa vigilancia de la 
ejecución del contrato, incluida la etapa precontractual, por cuanto atribuye la 
obligación de realizar evaluaciones objetivas sobre las propuestas presentadas, de 
acuerdo con los pliegos de condiciones efectuados con anterioridad. El principio de 
responsabilidad se encuentra el principio de selección objetiva en virtud del cual “la 
oferta que sea seleccionada deberá ser aquella que haya obtenido la más alta 
calificación como resultado de ponderar los factores o criterios de selección 
establecidos en los documentos de la licitación, concurso o contratación directa”  (…) 
También se impone a la administración la obligación de actuar de buena fe en la 
elaboración de los estudios que sustentan la necesidad de la contratación, por cuanto 
éstos salvan de la improvisación, la ejecución misma del objeto contractual.13 

Si bien es cierto que los principios aquí señalados se han interpretado a la luz de la ilustración 
que hace el Consejo de Estado sobre el interés que le atribuye al Estado para realizar 
procesos de contratación pública, también es cierto que estos se pueden utilizar de manera 
análoga en esta situación toda vez que el artículo 209 establece los principios de la 
administración pública los cuales debían fundamentar el estudio demostrativo presentado, 
además si el Legislador y el Consejo de Estado, exigen este nivel de procedimiento para la 
realización de contratados estatales, debe exigir el doble para la creación de Empresas de 
Economía Mixta, pues los fines de estas van igualmente ligados con los fines de la 
contratación estatal que nos son otros que la buena inversión de los recursos públicos, su 
correcto aprovechamiento y velar por el interés general, con el agregado de que se espera 
que las Sociedades de Economía Mixta generen réditos tanto para el ente territorial, como 
que sea financieramente estable para que de su funcionamiento se vean beneficiados 
diferentes sectores de la economía a lo largo del tiempo que dure la misma, por lo que es 
indispensable la planeación y demás enfoques que ya hemos mencionado en su creación. 

En consecuencia,  la administración municipal  de Piedecuesta al proyectar y avalar la 
creación de la Sociedad de Economía Mixta para que desarrollara las actividades de la Oficina 
de Transito de Piedecuesta, violo las normas constitucionales y legales antes mencionadas 
en las que debería fundarse, toda vez que los estudios demostrativos anexos al proyecto de 
acuerdo y como requisito indispensable para su presentación, no lograron justificar de 

 
13 Consejo de Estado, Rad. 25000-23-26-000-1995-00867-01(17767) del 31 de enero del 2011 C.P Olga 
Melida Valle de la Hoz  



 

 

manera idónea esta iniciativa, pues para esto era indispensable la observancia y el 
cumplimiento de los principios de la administración pública contemplados tanto en el 
artículo 209 de la Constitución, como los demás principios que ha desarrollado tanto la Corte 
Constitucional como el Consejo de Estado, por lo tanto al no cumplir con estos mínimos 
requisitos para la creación una Sociedad de Economía Mixta, el acto administrativo debe 
declararse nulo totalmente, con el fin de proteger los recursos públicos de los ciudadanos 
del Municipio de Piedecuesta y el ordenamiento jurídico de este acto administrativo que a 
todas luces es ilegal. 

SEGUNDO CARGO. IRREGULARIDADES EN LA CONFORMACIÓN DE LA SOCIEDAD DE 
ECONOMÍA MIXTA POR CARECER DE COMPETENCIA PARA DESARROLLAR ACTIVIDADES DE 

TRÁNSITO 

Una de las modalidades de organización de la administración es la figura de la 
desconcentración, cuyo objetivo es descongestionar las dependencias públicas radicando las 
competencias y funciones del Estado en dependencias ubicadas fuera de la sede principal 
del organismo, un ejemplo de esto son las “unidades administrativas especiales”.  

En la legislación colombiana estas Unidades administrativas especiales se encuentran 
reguladas en la ley 489 de 1998 indica en su artículo 67 que “las Unidades administrativas 
Especiales son organismos creados por la ley, con la autonomía administrativa y financiera 
aquella les señale, sin personería jurídica, que cumplen funciones administrativas para 
desarrollar o ejecutar programas propios de un ministerio o departamento administrativo.” 
Por lo que se denota que son organismos que pertenecen al principio administrativo de la 
desconcentración de funciones establecido en el artículo 209 de la constitución política de 
Colombia. 

En el caso en particular las unidades administrativas de transito son organismos creados por 
la ley, con autonomía administrativa y financiera sin personería jurídica que cumplen 
funciones administrativas, pertenecientes a la administración centralizada, y no ejercen 
ninguna actividad comercial, la ley 796 del 2002 establece quienes son organismos de 
tránsito en su artículo sexto;  

“ARTÍCULO 6. ORGANISMOS DE TRÁNSITO. Serán organismos de tránsito en su respectiva 
jurisdicción: a) Los departamentos administrativos, institutos distritales y/o municipales de 
tránsito; b) Los designados por la autoridad local única y exclusivamente en los municipios 
donde no hay autoridad de tránsito; c) Las secretarías municipales de tránsito dentro del área 
urbana de su respectivo municipio y los corregimientos; d) Las secretarías distritales de 
tránsito dentro del área urbana de los distritos especiales; e) Las secretarías departamentales 
de tránsito o el organismo designado por la autoridad, única y exclusivamente en los 
municipios donde no haya autoridad de tránsito.”  

Diferente a lo que son las sociedades de economía mixta figura que pertenecen al sector 
descentralizado por servicios de la rama ejecutiva del poder público y son creados para 
desarrollar actividades de naturaleza industrial o comercial y de gestión económica, 
conforme al derecho privado, pues hace así lo menciona la superintendencia de sociedades 
en su oficio 220-031422 del 15 de abril del 2019 

“Presentes estas disposiciones es posible aseverar que, si bien las sociedades de economía 
mixta hacen parte de la estructura de la Administración pública no forman parte de la Rama 
Ejecutiva13, pues son comerciantes que desarrollan una actividad industrial o mercantil en 
igualdad de condiciones con los particulares, en la que se pretende el lucro de los socios, y en 
tal virtud tienen un régimen jurídico de derecho privado para el desarrollo de todas sus 
actividades conforme al Código de Comercio y sus estatutos.” 

Por lo anteriormente expuesto, se puede deducir que estarían contrariando la naturaleza de 
estas unidades administrativas al convertirla en una sociedad de economía mixta, ya que 



 

 

dentro de las funciones de dicha entidad se encuentran; organizar, planear y controlar el 
tránsito y el transporte público, además, brindar control del estado de los vehículos y el 
cumplimiento de las normas de tránsito y no las de ejercer actividades de naturaleza 
industrial o comercial.  

Además, la ley 489 del 22 de diciembre de 1998 en el capítulo III artículo 11, menciona que:  

“ARTICULO 11. FUNCIONES QUE NO SE PUEDEN DELEGAR. Sin perjuicio de lo que sobre el 
particular establezcan otras disposiciones, no podrán transferirse mediante delegación: 1. La 
expedición de reglamentos de carácter general, salvo en los casos expresamente autorizados 
por la ley. 2. Las funciones, atribuciones y potestades recibidas en virtud de delegación. 3. Las 
funciones que por su naturaleza o por mandato constitucional o legal no son susceptibles de 
delegación.” 

Como se puede observar el legislador muy claro al mencionar que las funciones, atribuciones 
y potestades recibidas en virtud de la delegación son indelegables  

Ahora en lo que respecta a las actividades de la sociedad de economía mixta la Honorable 
Corte Constitucional ha reiterado que su objeto social es vedado en los casos en que exista 
actividades que hayan sido monopolizadas por el estado y únicamente tiene vocación para 
actuar en aquellos casos que la existe libre competencia con agentes privados.  

“Aplicando el anterior esquema al caso en análisis se tiene que las sociedades de economía 
mixta, como ya se ha visto, por mandato constitucional expreso no forman parte de la Rama 
Ejecutiva del Poder Público, y de acuerdo con la ley han de organizarse, bajo la forma de 
sociedades comerciales, tienen como objeto social el desarrollo de actividades industriales y 
comerciales (en general, puede afirmarse de gestión económica). Y, cabría agregar, que 
constitucionalmente les resulta vedado el desarrollo, como objeto social, de actividades que 
hayan sido monopolizadas a favor del Estado, por lo cual tienen vocación para actuar solo en 
aquellos ámbitos librados a la plena competencia con agentes económicos íntegramente 
privados”14 

Teniendo en cuenta las anteriores líneas es fundamental reiterar que las unidades 
administrativas de tránsito municipal no ejercen actividades de naturaleza industrial o 
comercial comerciales, ni tampoco ejerce actividades que algún particular de carácter 
privado puede librar con plena libertad y pertenecen a la administración centralizadas y sus 
funciones no se pueden delegar, así mismo lo mención el Ministerio de Transporte que su 
memorando 20101340157473 de fecha de 17 de septiembre del 2010 quien no considera 
procedente la figura comercial denominada de economía mixta para reglamenta , vigilar y 
controla el tránsito en el país. “…. y estando expresa, clara y puntualmente definidos por la 
ley quienes son las autoridades de transito del país, este despacho considera que la aplicación 
de la figura comercial denominada de economía mixta para manejar y reglamentar, vigilar y 
controlar tránsito en el país no es procedente” 

Finalmente, la ley 1386 del 2010 en su artículo primero prohíbe a las entidades territoriales 
y descentralizadas celebrar cualquier tipo de contrato o convenio deleguen su 
administración fiscalización, liquidación, discusión, devoluciones, cobro coactivo e 
imposición de sanciones sobre tributos. 

“Artículo 1°. Prohibición de entregar a terceros la administración de tributos. No se podrá 
celebrar contrato o convenio alguno, en donde las entidades territoriales, o sus entidades 
descentralizadas, deleguen en terceros la administración, fiscalización, liquidación, cobro 
coactivo, discusión, devoluciones, e imposición de sanciones de los tributos por ellos 
administrados. La recepción de las declaraciones así como el recaudo de impuestos y demás 
pagos originados en obligaciones tributarias podrá realizarse a través de las entidades 
autorizadas en los términos del Estatuto Tributario Nacional, sin perjuicio de la utilización de 

 
14 Honorable Corte Constitucional Sentencia C-629 del 2003 



 

 

medios de pago no bancarizados……Las entidades territoriales que a la fecha de expedición 
de esta ley hayan suscrito algún contrato en estas materias, deberán revisar de manera 
detallada la suscripción del mismo, de tal forma que si se presenta algún vicio que implique 
nulidad, se adelanten las acciones legales que correspondan para dar por terminados los 
contratos, prevaleciendo de esta forma el interés general y la vigilancia del orden jurídico. 
Igualmente deberán poner en conocimiento de las autoridades competentes y a los 
organismos de control cualquier irregularidad que en la suscripción de los mismos o en su 
ejecución se hubiese causado y en ningún caso podrá ser renovado……Las entidades de 
control correspondientes a la fecha de expedición de esta ley, deberán de oficio revisar los 
contratos de esta naturaleza que se hayan suscrito por las entidades territoriales…..La 
Procuraduría General de la Nación y la Contraloría General de la República deberán de oficio 
revisar los contratos de esta naturaleza que se hayan suscrito por las entidades territoriales.” 

Como se puede observar en el objeto social, sus actividades principales son; (I) servicios 

operativo, administrativo, logístico y o tecnológico para la gestión de información; (II) 

implementar, operar y o mantener el sistema integral de la información y soporte técnico 

para la expedición de especies venales. (III) Operación y procesamiento de la información 

que sirve de base al municipio de Piedecuesta para el recaudo de tasas de impuestos 

contribuciones y en general toda renta municipal. (IV) Servicio de asesoría, soporte y o apoyo 

en el área de operaciones y procesamiento de recaudo a las entidades territoriales; (V) 

Operación de patios , grúas, centro técnico práctico de conductores y otros servicios 

relacionados o derivado; (VI) Servicios de asesoría , soporte y o apoyo a cobro  persuasivo y 

o pre jurídico; (VII) implementación de sistemas de señalización , iluminación , 

semaforización o similares; (VIII) Promoción de cultura ciudadana  mediante cursos de 

capacitación vial, actividades pedagógicas  o educativas  de promoción y prevención de 

accidentalidad; (IX) la operación del sistema de información para el manejo comparendos 

físicos o electrónicos (X) prestación de servicios de suministro , consultorías  y demás 

contratos relacionado con su objeto y actividades (XI) Diseño , desarrollo , programación e 

implementación  de sistemas soluciones informáticas y tecnológicas (XII) Digitalización de 

documentos , captura , impresión procesamiento de datos imágenes y publicación de 

información en la web (XIII) Seguridad y auditoria. 

Aunque entre las funciones de la empresa privada no se encuentran cobrar estos recaudos 

establecido en la ley 1386 del 2010, si se deja claro que serán repartidos entre las utilidades 

de la sociedad, el cual genera un vicio de nulidad en el contrato, debido  a que se estaría 

dando prevalencia al interés particular sobre el general , además se puede evidenciar  que 

esos recursos públicos frente a recaudo de tasas de impuestos contribuciones y en general 

toda renta municipal serán administrados por la empresa privada. 

 

TERCER CARGO. VULNERACIÓN AL PRINCIPIO DE PLANEACIÓN- NO INCLUSIÓN DEL 
PROYECTO DENTRO DEL PLAN DE DESARROLLO. 

 

 

El Plan de Desarrollo Municipal – PDM es el instrumento de planeación que tiene la 
capacidad de asignar recursos para la ejecución y el desarrollo de los proyectos priorizados 
y relacionados con el desarrollo territorial durante la vigencia de un periodo de gobierno, el 
cual provee las bases y los lineamientos estratégicos para la formulación de las políticas 
públicas y traza los objetivos del gobierno local, permitiendo la subsecuente evaluación de 
la gestión.  

 



 

 

Así mismo, se tiene que el Plan operativo anual de inversión es un componente del sistema 
presupuestal que indica la inversión directa e indirecta y los proyectos a ejecutar, clasificados 
por sectores, organismos, entidades, programas y regiones, adicionalmente, define para 
cada proyecto las vigencias comprometidas especificando su valor y teniendo en cuenta el 
origen de las fuentes de financiación y el destino de los recursos. Este plan se elabora 
tomando como bases los estimativos fijados en el plan financiero y las cuotas preliminares 
de inversión, en cuyo plan se incluyen proyectos que vayan a ser financiados con recursos 
programados, autorizados o legalizados. 

 

Respecto a las normas que regulan dichos programas, se tiene la ley 152 de 1994, por la cual 
se establece la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo, en cuyo artículo 31 señala que, los planes 
de desarrollo de las entidades territoriales estarán conformados por una parte estratégica y 
un plan de inversiones a mediano y corto plazo, en los términos y condiciones que de manera 
general reglamenten las Asambleas Departamentales y los Concejos Distritales y Municipales 
o las autoridades administrativas que hicieren sus veces, siguiendo los criterios de 
formulación, establecidos en la ley. 

 

Así mismo, el artículo 5 de la referida ley establece respecto al contenido de la parte general 
del Plan que este contendrá lo siguiente: 

“a. Los objetivos nacionales y sectoriales de la acción estatal a mediano y largo plazo según 
resulte del diagnóstico general de la economía y de sus principales sectores y grupos 
sociales; 

b. Las metas nacionales y sectoriales de la acción estatal a mediano y largo plazo y los 
procedimientos y mecanismo generales para lograrlos; 

c. Las estrategias y políticas en materia económica, social y ambiental que guiarán la 
acción del Gobierno para alcanzar los objetivos y metas que se hayan definido; 

d. El señalamiento de las formas, medios e instrumentos de vinculación y armonización de 
la planeación nacional con la planeación sectorial, regional, departamental, municipal, 
distrital y de las entidades territoriales indígenas; y de aquellas otras entidades 
territoriales que se constituyan en aplicación de las normas constitucionales vigentes” 

 

  

Así mismo, la jurisprudencia nacional ha determinado respecto de estos programas de 
gobierno que:15  

“(..) Los planes de desarrollo deben incorporar normas instrumentales. Así, la Constitución 
establece que la ley del plan debe contener no sólo los objetivos generales y las inversiones 
públicas que piensan adelantarse sino también "las medidas necesarias para impulsar el 
cumplimiento de los mismos"16. En ese mismo sentido, la Ley 152 de 1994 o Ley Orgánica 
del Plan señala que la parte general del plan de desarrollo debe incluir no sólo los objetivos 
y metas nacionales y sectoriales de largo y mediano plazo sino también "los 
procedimientos y mecanismos generales para lograrlos"17, y añade que el plan de 
inversiones debe incluir "la especificación de los mecanismos idóneos para su ejecución"18.  

 

Por consiguiente, es propio de la ley del plan comprender normas destinadas a permitir 
que se cumplan los objetivos y metas señalados en la parte general y que efectivamente 
se adelanten las inversiones programadas en la programación de las inversiones. Esto 
deriva de una cualidad especial de la ley del plan pues, según la Carta, "sus mandatos 

 
15 Corte Constitucional. Sentencia C-191 de 1996. 
16 Constitución Política, artículo 150, ordinal 4°. 
17 Ley 152 de 1994, artículo 5 literal C.  
18 Ley 152 de 1994, artículo 6 literal D.  
 



 

 

constituirán mecanismos idóneos para su ejecución" (CP art. 341) por lo cual es 
perfectamente natural que en estas leyes se incluyan normas instrumentales, esto es, 
disposiciones destinadas a permitir la puesta en marcha del propio plan de desarrollo. (..)" 

 

En este sentido se tiene que tanto el Plan de Desarrollo Municipal – PDM como el Plan 
operativo anual de inversión , se encargan de plasmar las prioridades, objetivos, estrategias 
y líneas generales de acción en materia económica, política y social para promover y 
fomentar el desarrollo integral y el mejoramiento en la calidad de vida de la población, 
especificando los lineamientos, objetivos y acciones que en forma conjunta constituyen la 
estrategia a desarrollar por parte de las administraciones locales durante su periodo de 
gobierno.  

 

No obstante, pese a que estos programas fueron creados como instrumentos de 
planificación que permitiesen definir los propósitos de la administración municipal y las 
respectivas estrategias para la consecución de dichos objetivos, dentro de lo propuesto Plan 
de Desarrollo del Municipio de Piedecuesta para la vigencia 2020-2023: “Piedecuesta una 
Ciudad para la Gente” no se dio aplicación de estos lineamientos frente a la aprobación del 
Acuerdo No. 008 del 2021 “POR MEDIO DEL CUAL SE AUTORIZA AL ALCALDE MUNICIPAL 
PARA LA CONSTITUCIÓN DE UNA SOCIEDAD DE ECONOMÍA MIXTA DEL ORDEN MUNICIPAL, 
TRANSFERIR BIENES DE PROPIEDAD DEL MUNICIPIO COMO APORTE SOCIETARIO Y SE DICTAN 
OTRAS DISPOSICIONES”.  

 

Así, aunque en el referido plan de desarrollo, se encuentra la meta denominada “Contratar 
y/o crear organismos de control de tránsito idóneos para el Municipio”19, lo cierto es que este 
objetivo no abarca todo lo que conlleva la creación de la Sociedad de Economía Mixta 
propuesta en el Acuerdo N°008 de 2021, pues de acuerdo a lo consagrado en el anexo al 
proyecto de acuerdo, esta empresa “tendrá por objeto social toda actividad comercial o civil 
lícita relacionada directa o indirectamente con los servicios del sector de movilidad, tránsito 
y transporte que por disposición legal o reglamentaria corresponda prestar, dirigir, organizar, 
controlar o garantizar a los municipios. (..)”. (subrayado propio) 

 

Es decir, que, si bien en dicho plan de desarrollo se mencionó la creación de organismos de 
control de tránsito, no se estipuló que los mismos tendrían como función principal el 
desarrollo de actividades comerciales, tales como la “operación y procesamiento de la 
información que le sirve de base al municipio de Piedecuesta para el recaudo de tasas, 
impuestos, contribuciones y en general toda renta municipal”. 

 

Aunado a esto, dentro del presupuesto estipulado en el Plan de Desarrollo destinado para la 
Secretaría de tránsito, se determinó la inversión de los siguientes valores: 

 
No obstante, se tiene que, para la creación de la referida empresa de economía mixta, es 
necesaria la cuantiosa inversión de TRES MIL DOSCIENTOS MILLONES DE PESOS 
($3’200.000.000) por parte del municipio, suma que sobrepasa con creces el monto 
estipulado dentro del plan de desarrollo municipal para dicha entidad, los cuales 
corresponden a los reseñados en la siguiente tabla, así:   

 

 
19 Plan de Desarrollo del Municipio de Piedecuesta para la vigencia 2020-2023: “Piedecuesta una Ciudad 
para la Gente”. Página 245.  



 

 

 
 

En este sentido, es posible observar que, tanto las funciones principales de dicha empresa, 
como los cuantiosos recursos que serán aportados para la constitución de la misma, no se 
encuentran identificados ni en el Plan de Desarrollo del Municipal, ni en el Plan de 
Inversiones públicas del gobierno actual, todo esto pese a que la administración local ha 
denominado a este proyecto como uno de los más importantes de su gestión. 

 

Situación que vulnera lo establecido en el artículo 3° de la Ley 152 de 1994, cuya norma 
determinó que, con el fin de asegurar la estabilidad macroeconómica y financiera, los planes 
de gasto derivados de los planes de desarrollo deberán ser consistentes con las proyecciones 
de ingresos y de financiación, de acuerdo con las restricciones del programa financiero del 
sector público y de la programación financiera para toda la economía que sea congruente 
con dicha estabilidad. 

 

Ahora bien, pese a que ni la Constitución Política, ni la Ley 152 de 1994 establecen limitación 
alguna para modificar los planes de desarrollo, es posible concluir que las entidades 
territoriales podrán modificarlos en todo momento, siempre que se surta todo el 
procedimiento llevado a cabo durante su aprobación y se justifique, en aras del principio de 
planeación, las razones por las cuales se hacen necesarias las modificaciones. 

  

Sobre el particular la Corte Constitucional ha manifestado que: “La obligatoriedad del Plan 
para el legislador no significa su carácter irreformable, pues el Congreso no pierde la 
competencia para introducir los cambios que estime pertinentes mediante una ley que 
cumpla los requisitos de la inicial, según la Carta Política y la correspondiente Ley Orgánica, 
siempre y cuando se mantenga el equilibrio financiero.”20 

  

Significa lo anterior, que si bien es factible modificar los planes de desarrollo como parte del 
ejercicio dinámico que implica el proceso de planeación, en ningún momento está 
posibilidad debe ser utilizada de manera constante e injustificada para introducir cambios 
que, por el contrario, evidencien improvisación en las actuaciones de la administración. 

 

No obstante, en el presente caso es factible observar que la creación de dicha empresa no 
estaba incluida en el plan de desarrollo inicial, ni en modificaciones posteriormente 
efectuadas a este, hecho que permite entrever una flagrante vulneración al principio de 
planeación, pues el objetivo de dichos programas es el de lograr que las actividades 
ejecutadas por la administración municipal no sean el resultado de la improvisación, sino que 
obedezca a una verdadera planeación para satisfacer necesidades de la comunidad. 

 

 
20 Sentencia T- 353 de 2014. Corte Constitucional.  



 

 

En consecuencia, el hecho que no se hubiese determinado de manera clara el objetivo que 
tendría dicha empresa de economía mixta, ni la inversión que se efectuaría a fin de lograr la 
creación de la misma, constituye no sólo una vulneración al referido principio de planeación, 
sino al principio de confianza legítima, el cual pretende que la Administración se abstenga de 
modificar “situaciones jurídicas originadas en actuaciones precedentes que generan 
expectativas justificadas (y en ese sentido legítimas) en los ciudadanos, con base en la 
seriedad que -se presume- informa las actuaciones de las autoridades públicas, en virtud del 
principio de buena fe y de la inadmisibilidad de conductas arbitrarias, que caracteriza al 
estado constitucional de derecho”.21 

  

Así las cosas, es necesario declarar la nulidad del presente acto, en aras de evitar que se 
apruebe la creación de una entidad que no sólo va en contravía de lo ordenado en el Plan de 
Desarrollo Municipal y en el Plan operativo anual de inversión, generando con ello un grave 
detrimento patrimonial, sino que constituye una evidente vulneración al principio de 
planeación que genera a su vez una transgresión al principio de confianza legítima, pues se 
iría en contravía de aquello esperado por la ciudadanía frente a los proyectos plasmados por 
parte de la administración municipal durante su período de 

 

SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR 

El CPACA determina que, en todos los procesos declarativos ante la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo, se podrá solicitar la suspensión de los actos administrativos 

mediante petición debidamente sustentada; el artículo 232 en su último párrafo determina 

que los procesos que tengan como finalidad la protección de derechos e intereses colectivos 

no será necesario prestar caución para tal fin.  

En el artículo 231 enuncia los requisitos que se deben tener en cuenta para solicitar la 

suspensión de un acto administrativo en procesos de nulidad, esto quiere decir que al 

momento de decretar la suspensión se debe evaluar si el acto está violando las disposiciones 

invocadas, estudio que se da, de la confrontación entre el acto demandado y las normas 

superiores, además también se consideró que la medida cautelar es procedente cuando, 

mediante los documentos, información y argumentos allegados con la demanda se pueda 

concluir que resultaría más gravoso para el interés público negar la medida cautelar que 

concederla. 

Esta solicitud de medida cautelar obedece al doble propósito que tiene lograr la nulidad de 

este acto administrativo, que es la prevalencia del ordenamiento jurídico, dejando sin efectos 

acuerdos que fueron sancionados contrarios a las normas en las que debería fundarse y 

además para proteger el interés general, evitando que el municipio destine recursos en una 

Empresa que fue aprobada sin cumplir el lleno de los requisitos legales, que no está 

estudiada y estructurada para cumplir los fines del estado pues su falta de planeación puede 

generar la inversión incorrecta o incluso la pérdida total de los recursos que se pretenden 

invertir en esta empresa, los cuales ascienden a la suma  de $3.200.000.000 destinados del 

presupuesto de la Alcaldía de Piedecuesta, además también con el fin de que se suscriban 

acuerdos con socios privados que después generar inconvenientes de tipo contractual al 

declarar la nulidad del hoy demandado acto administrativo.   

La falta de planificación y cumplimiento eficaz de los principios de la función administrativa 

debidamente anunciados por la Constitución Política en su artículo 209 y desarrollados e 

 
21 Sentencia T- 453 de 2018. Corte Constitucional. 



 

 

interpretados de manera amplia tanto por el Consejo de Estado como por la Corte 

Constitucional, demuestran que al momento de su planificación, creación, aprobación y 

sanción el ACUERDO No. 008 del 2021 “POR MEDIO DEL CUAL SE AUTORIZA AL ALCALDE 

MUNICIPAL PARA LA CONSTITUCIÓN DE UNA SOCIEDAD DE ECONOMÍA MIXTA DEL ORDEN 

MUNICIPAL, TRANSFERIR BIENES DE PROPIEDAD DEL MUNICIPIO COMO APORTE SOCIETARIO 

Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” no logro cumplir a cabalidad los requisitos 

determinados en la ley que no son otros que los contemplados en el artículo 69 de la Ley 489 

de 1998, el cual establece. 

ARTÍCULO  69.- Creación de las entidades descentralizadas. Las entidades 
descentralizadas, en el orden nacional, se crean por la ley, en el orden 
departamental, distrital y municipal, por la ordenanza o el acuerdo, o con su 
autorización, de conformidad con las disposiciones de la presente Ley. El proyecto 
respectivo deberá acompañarse del estudio demostrativo que justifique la 
iniciativa, con la observancia de los principios señalados en el artículo 209 de la 
Constitución Política. 

Esto se genera porque revisados los documentos anexos al acuerdo hoy demandado, de su 

simple lectura se puede determinar que en el estudio demostrativo del que habla el artículo 

antes citado, no se tuvo en cuenta el cumplimiento de los principios de la función pública, a 

partir de esto se desprende una violación flagrante de la constitución y la ley, así: 

• Constitución Política de Colombia.  
 
Artículo 209. La función administrativa está al servicio de los intereses generales 
y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la 
delegación y la desconcentración de funciones.  
Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el 
adecuado cumplimiento de los fines del Estado. La administración pública, en 
todos sus órdenes, tendrá un control interno que se ejercerá en los términos que 
señale la ley. 
 
Artículo 313. Corresponde a los concejos: 6. Determinar la estructura de la 
administración municipal y las funciones de sus dependencias; las escalas de 
remuneración correspondientes a las distintas categorías de empleos; crear, a 
iniciativa del alcalde, establecimientos públicos y empresas industriales o 
comerciales y autorizar la constitución de sociedades de economía mixta. 
 

• Ley 1437 del 2011 “Por la cual se expide el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.” 
 
ARTÍCULO 3o. PRINCIPIOS. Todas las autoridades deberán interpretar y aplicar las 
disposiciones que regulan las actuaciones y procedimientos administrativos a la 
luz de los principios consagrados en la Constitución Política, en la Parte Primera 
de este Código y en las leyes especiales. 
 
Las actuaciones administrativas se desarrollarán, especialmente, con arreglo a los 
principios del debido proceso, igualdad, imparcialidad, buena fe, moralidad, 
participación, responsabilidad, transparencia, publicidad, coordinación, eficacia, 
economía y celeridad. 
 



 

 

7. En virtud del principio de responsabilidad, las autoridades y sus agentes 
asumirán las consecuencias por sus decisiones, omisiones o extralimitación de 
funciones, de acuerdo con la Constitución, las leyes y los reglamentos. 
 
10. En virtud del principio de coordinación, las autoridades concertarán sus 
actividades con las de otras instancias estatales en el cumplimiento de sus 
cometidos y en el reconocimiento de sus derechos a los particulares. 
 
11. En virtud del principio de eficacia, las autoridades buscarán que los 
procedimientos logren su finalidad y, para el efecto, removerán de oficio los 
obstáculos puramente formales, evitarán decisiones inhibitorias, dilaciones o 
retardos y sanearán, de acuerdo con este Código las irregularidades 
procedimentales que se presenten, en procura de la efectividad del derecho 
material objeto de la actuación administrativa. 
 
12. En virtud del principio de economía, las autoridades deberán proceder con 
austeridad y eficiencia, optimizar el uso del tiempo y de los demás recursos, 
procurando el más alto nivel de calidad en sus actuaciones y la protección de los 
derechos de las personas. 

Esto debido a que todas las actuaciones de la administración pública deben estar permeadas 

del cumplimiento de los principios de la función pública tal y como lo ha establecido tanto el 

artículo 209 de la constitución como taxativamente lo expresa el artículo 69 de la Ley 489 de 

1998 para la creación de Sociedades de Economía Mixta, es por eso que mediante la 

expedición de la ley 1437 del 2011 se explican uno a uno estos principios de obligatorio 

cumplimiento. 

Con el fin de salvaguardar el interés general y los recursos públicos se hace necesario solicitar 

medida cautelar de suspensión provisional de los efectos del acto administrativo 

demandado, con el fin de que los recursos que se pretenden destinar para la creación de 

esta sociedad no se vean afectados por la improvisación que ha caracterizado a este 

proyecto, pues de permitir que el acuerdo siga produciendo efectos se estaría poniendo en 

riesgo los más de $3.200.000.000 que se debían trasladar tanto en bienes como en dineros 

públicos a favor de la sociedad creada, además de prevenir que la administración mediante 

convocatoria pública se obligue con uno con varios socios privados y adquiera compromisos 

que no pueda cumplir, hasta que no se defina el fondo de la legalidad del Acuerdo 008 del 

2021 que autorizó su creación, por lo que sería más beneficioso tanto para la administración 

como para los administrados la suspensión provisional del acto administrativo, con el fin de 

evitar perjuicios irremediables o más gravosos para la administración de Piedecuesta.  

 

Todo esto se debe porque los estudios demostrativos realizados por la Alcaldía de 

Piedecuesta y viabilizados por parte del Concejo Municipal, no cuentan con sustentos 

objetivos que demuestren un correcto aprovechamiento de los recursos públicos, lo que 

permite determinar la falta  de implementación de principios como el de planeación, eficacia, 

economía, moralidad, responsabilidad, buena fe, entre otros, necesarios para dar 

cumplimiento a la justificación para la creación de esta empresa, requisito indispensable que 

debían llevar los estudios demostrativos justificados en los principios de la administración 

pública, situación que se  determina como requisito para su creación en el artículo 69 de la 

Ley 489 de 1998 y que las diferentes oficinas de la administración de Floridablanca obviaron 



 

 

debido a que nadie se detuvo a analizar si los estudios demostrativos cumplían con lo 

establecido en la Ley. 

Igualmente, con la expedición de este acuerdo se determina una violación flagrante de la ley 

1386 del 2010, que establece en su artículo primero, en su primer párrafo, la prohibición 

taxativa de que se delegue en tercero actividades sobre tributos que reciben las entidades 

así:  

Artículo 1°. Prohibición de entregar a terceros la administración de tributos. No se 

podrá celebrar contrato o convenio alguno, en donde las entidades territoriales, o 

sus entidades descentralizadas, deleguen en terceros la administración, fiscalización, 

liquidación, cobro coactivo, discusión, devoluciones, e imposición de sanciones de los 

tributos por ellos administrados. La recepción de las declaraciones, así como el 

recaudo de impuestos y demás pagos originados en obligaciones tributarias podrá 

realizarse a través de las entidades autorizadas en los términos del Estatuto Tributario 

Nacional, sin perjuicio de la utilización de medios de pago no bancarizados. 

Ya que el acuerdo 008 del 2021 pretende que la mayoría de estas actividades sean 

desarrolladas por la sociedad de economía mixta, debido a que tanto su objeto como su 

justificación determinan como actividades necesarias para potenciar los ingresos de la 

Oficina de Transito de Piedecuesta, pese a que este tipo de actividades están taxativamente 

prohibidas por la Ley, por lo que la Alcaldía no fue clara al determinar que tipo de actividades 

se iba a reservar, además que tampoco queda claro cómo se repartirán las utilidades 

recibidas por estos tributos teniendo en cuenta que son propios de la administración 

municipal.  

Igualmente se viola el principio de planeación al determinar que este proyecto pese a su 

magnitud y su necesidad según la misma Alcaldía de Piedecuesta, no esta incluido en el Plan  

de Desarrollo Territorial del Municipio, por lo que se evidencia la falta de inclusión tanto del 

proyecto como de los recursos que se pretenden invertir dentro de esta Sociedad de 

Economía Mixta dentro del presupuesto destinado para estos cuatro años a la Secretaria de 

Transito y Movilidad del municipio, por lo que para poder ejecutar este proyecto e incluir la 

magnitud de recursos que necesita, era necesario que fuera si quiera contemplado en la hoja 

de ruta del municipio, sin embargo esto no se incluyo lo que determina una violación 

flagrante al presupuesto del municipio y a las metas que se propuso la alcaldía para cumplir 

en estos cuatro años, por lo que se hace necesaria la suspensión de este acto administrativo 

para no poner en riesgo los recursos de los habitantes del municipio de Piedecuesta.  

Ante la evidente violación de normas de origen constitucional y legal mediante la expedición 

del ACUERDO No. 008 del 2021 “POR MEDIO DEL CUAL SE AUTORIZA AL ALCALDE MUNICIPAL 

PARA LA CONSTITUCIÓN DE UNA SOCIEDAD DE ECONOMÍA MIXTA DEL ORDEN MUNICIPAL, 

TRANSFERIR BIENES DE PROPIEDAD DEL MUNICIPIO COMO APORTE SOCIETARIO Y SE DICTAN 

OTRAS DISPOSICIONES”, se determina que la administración hace una interpretación errada 

o contraria a los artículos en los que debería fundarse y cumplir este acuerdo, en 

consecuencia el Consejo de Estado ha interpretado la procedencia de la suspensión del Acto 

Administrativo por estar contrario al ordenamiento jurídico, así: 

“Por su parte, el artículo 231 ibídem señala que la suspensión provisional de los 

efectos de un acto administrativo procede cuando la transgresión de las normas 

invocadas como violadas surja: (i) del análisis del acto demandado y de su 

confrontación con las normas superiores que se alegan como violadas o (ii) del estudio 

de las pruebas allegadas con la solicitud. De modo que la suspensión provisional de 



 

 

los efectos del acto administrativo está atada a un examen de legalidad o de 

constitucionalidad que el juez debe hacer para anticipar de alguna manera un caso de 

violación de la norma superior por parte del acto acusado. (…) En el caso concreto, la 

causal de nulidad que se le imputa a los conceptos objeto de la medida cautelar es la 

violación, por interpretación errónea, (…) se viola la norma sustancial de manera 

directa, cuando ocurre una interpretación errónea. Sucede cuando el precepto o 

preceptos que se aplican son los que regulan el asunto por resolver, pero el juzgador 

los entiende equivocadamente, y así, erróneamente comprendidos, los aplica. Es decir, 

ocurre cuando el juzgador le asigna a la norma un sentido o alcance que no le 

corresponde.”22 

En consecuencia, es determinante solicitar la suspensión ACUERDO No. 008 del 2021 “POR 

MEDIO DEL CUAL SE AUTORIZA AL ALCALDE MUNICIPAL PARA LA CONSTITUCIÓN DE UNA 

SOCIEDAD DE ECONOMÍA MIXTA DEL ORDEN MUNICIPAL, TRANSFERIR BIENES DE 

PROPIEDAD DEL MUNICIPIO COMO APORTE SOCIETARIO Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES”, porque su expedición resulta contraria a derecho pues la Alcaldía de 

Piedecuesta realiza una interpretación errónea sobre la reglamentación a la que se debe 

apegar la expedición de este Acuerdo al no cumplir a cabalidad lo solicitado mediante el 

estudio demostrativo y al pasar las normas que determinan que tipo de actividades de 

transito puede realizar una sociedad como esta. 

Además, con la pretendida suspensión también se quiere proteger el patrimonio público 

debido a que con los recursos que se pretender autorizar para la creación de esta Sociedad, 

de sus estudios demostrativos se puede evidenciar que los mimos corren un grave peligro al 

no contar con un estudio objetivo que determine cual era la mejor figura jurídica a emplear 

para mejorar la prestación de los servicios y el recobro de la cartera de la oficina de transito 

de Piedecuesta y su falta de inclusión dentro del Plan de Desarrollo evidencia la falta de 

planificación e inseguridad de los recursos que se destinaran para este proyecto. 

Por lo que se debe suspender, para que no produzca efectos jurídicos este acuerdo, hasta 

tanto no se defina esta controversia de fondo pues se estaría permitiendo el 

comportamiento improvisado de la Administración, situación que a todas luces tanto el 

legislador como los jueces en sus jurisprudencias han querido erradicar del actuaciones de 

la Administración Pública, en consecuencia el Consejo de Estado ha determinado que se 

persigue la protección de interés colectivos mediante las acciones de nulidad, pues con estos 

procesos se pretende la defensa del ordenamiento jurídico, así: 

“La acción de simple nulidad, en defensa de la legalidad abstracta, bien puede 

considerarse como un proceso que tiene por finalidad la defensa y protección de un 

interés colectivo, como lo es, precisamente, la defensa del ordenamiento jurídico, y 

que es lo que explica que esta pretensión no requiera de legitimación especial, esto 

es, de la titularidad de un derecho, porque cualquier persona en defensa, se repite, de 

la legalidad, puede incoar la acción. Es cierto que en algunas ocasiones el interés 

colectivo puede vincularse con derechos subjetivos -cuando es posible que cada uno 

de los afectados por una situación esté protegido por una norma y su derecho pueda 

reclamarse mediante una acción judicial-, pero, en otras, puede encajar en la noción 

tradicional de interés legítimo, como sucede, por ejemplo, cuando una comunidad 

está interesada en la construcción de una obra pública o un grupo de personas está 

buscando la protección de la legalidad o el patrimonio público -el interés de los 

particulares está en concurrencia con el interés estatal-. Desde esa perspectiva, en un 

 
22 Consejo de Estado, Rad. 11001-03-27-000-2017-00039-00 (23382) C.P Julio Roberto Piza Rodríguez 



 

 

proceso de simple nulidad, en el que se busca la defensa de legalidad -interés 

colectivo, se insiste- una medida cautelar puede ser declarada de oficio conforme al 

parágrafo del artículo 229 del CPACA, por tratarse “de procesos que tengan por 

finalidad la defensa y protección de los derechos e intereses colectivos”.23 

Así las cosas, es necesario solicitar la suspensión provisional del pretendido Acto 

Administrativo pues su expedición se hizo de manera irregular y con violación flagrante de 

las normas en las que debería fundarse, por lo tanto es vital la declaración de esta medida 

cautelar con el fin de salvaguardar el interés general y en especial el patrimonio público 

representado en los recursos que fueron asignados en la creación de esta sociedad con el fin 

de que no se dé una malversación o perdida de los mismos. 

 

 

 

PRUEBAS 

Solicito se tengan como pruebas:  

 

• Proyecto de acuerdo 008 del 31 de julio del 2021, “POR MEDIO DEL CUAL SE 

AUTORIZA AL ALCALDE MUNICIPAL PARA LA CONSTITUCIÓN DE UNA SOCIEDAD DE 

ECONOMÍA MIXTA DEL ORDEN MUNICIPAL, TRANSFERIR BIENES DE PROPIEDAD DEL 

MUNICIPIO COMO APORTE SOCIETARIO Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES “, anexos 

y contratos de consultoría.  

 

• ACUERDO No. 008 2021, “POR MEDIO DEL CUAL SE AUTORIZA AL ALCALDE 

MUNICIPAL PARA LA CONSTITUCIÓN DE UNA SOCIEDAD DE ECONOMÍA MIXTA DEL 

ORDEN MUNICIPAL, TRANSFERIR BIENES DE PROPIEDAD DEL MUNICIPIO COMO 

APORTE SOCIETARIO Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES 

 

• Link de la Alcaldía donde se encuentra publicado el ACUERDO No. 008 2021, “POR 

MEDIO DEL CUAL SE AUTORIZA AL ALCALDE MUNICIPAL PARA LA CONSTITUCIÓN DE 

UNA SOCIEDAD DE ECONOMÍA MIXTA DEL ORDEN MUNICIPAL, TRANSFERIR BIENES 

DE PROPIEDAD DEL MUNICIPIO COMO APORTE SOCIETARIO Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES” 

https://www.alcaldiadepiedecuesta.gov.co/Transparencia/Normatividad/ACUERDO

%20008%20DE%202021.pdf  

 

 

 

ESTIMACIÓN DE LA CUANTÍA 

 

 
23 Consejo de Estado, Rad. 11001-03-26-000-2014-00054-00(21025) C.P Martha Teresa Briceño de Velandia  



 

 

Debido a que la naturaleza del asunto persigue la nulidad de un acto administrativo, su 

competencia no se determina por su cuantía sino por el artículo 155, numeral 1, así:  

 

ARTÍCULO 155. COMPETENCIA DE LOS JUECES ADMINISTRATIVOS EN PRIMERA INSTANCIA. 

Los jueces administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos: 

1. De los de nulidad de los actos administrativos proferidos por funcionarios u 

organismos del orden distrital y municipal, o por las personas privadas sujetas a este 

régimen del mismo orden cuando cumplan funciones administrativas. 

 

 

 

 

NOTIFICACIONES 

Demandante:  

Las notificaciones las recibiré en el Edificio Nuevo del Congreso de la República carrera 7 No. 

8- 68, en la oficina 504 – 505 y a los correos electrónicos: fabiandiaz.legislativo@gmail.com  

y equipojuridico.fabiandiaz@gmail.com     

 

Demandado: 

Alcaldía Municipal de Piedecuesta, representada legalmente por el señor alcalde Mario José 

Carvajal Jaimes, ubicada la Carrera. 7 N° 9-43, Alcaldía Municipal, Piedecuesta Santander, y 

al correo electrónico: notijudicial@alcaldiadepiedecuesta.gov.co    

  

 

Cordialmente,  
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Juzgado 08 Administrativo - Santander - Bucaramanga

De: Oficina Servicios Juzgados Administrativos Demandas - Santander - Bucaramanga
Enviado el: martes, 31 de agosto de 2021 3:11 p. m.
Para: Juzgado 08 Administrativo - Santander - Bucaramanga; equipo juridico
Asunto: RV: RADICACIÓN DEMANDA DE NULIDAD SIMPLE
Datos adjuntos: ActaReparto68001333300820210016600.pdf

JM 
 
Buen Día,  
 
Remito demanda para su conocimiento 
 
 
éste correo es únicamente para radicación de demandas nuevas para registro o radicación de  memoriales para los 
juzgados administrativos del distrito de Bucaramanga debe dirigirlos directamente al correo 
ofiserjamemorialesbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co  
 
Cordialmente, 
 
Oficina de Servicios Juzgados Administrativos Bucaramanga 
 
 
 

De: equipo juridico <equipojuridico.fabiandiaz@gmail.com> 
Enviado: martes, 31 de agosto de 2021 14:35 
Para: Oficina Servicios Juzgados Administrativos Demandas - Santander - Bucaramanga 
<ofiserjademandasbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: RADICACIÓN DEMANDA DE NULIDAD SIMPLE  
  

 ACUERDO 008 DE 2021.pdf

Para ayudar 
a proteger su  
confidencialid
ad, Microsoft 
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 DEMANDA DE NULIDAD SIMPLE Y MEDIDAS CAUTELARES ...

Para ayudar 
a proteger su  
confidencialid
ad, Microsoft 
Office evitó la  
descarga 
auto mática  
de esta  
imagen de 
In ternet. 

 PROYECTO DE ACUERDO 008 de 2021.pdf

Para ayudar 
a proteger su  
confidencialid
ad, Microsoft 
Office evitó la  
descarga 
auto mática  
de esta  
imagen de 
In ternet. 

Buenas tardes,  
 
 
Remito demanda de nulidad simple y solicitud de medidas cautelares, acompañada de sus respectivos anexos, con el fin 
de que se le dé el trámite correspondiente. 
 
Conforme a lo ordenado por el artículo 6 del decreto 806 del 2020, este correo no se remite al demandado debido a que 
se ha solicitado una medida cautelar de suspensión del acto administrativo. 
 
Muchas gracias por la atención prestada, cordialmente, 
 
Fabian Díaz Plata  
Representante a la Cámara por Santander 
 
 
--  

 


